
p.411 1.14. Urbanismo y Ordenación del Territorio

se procedería a incoar expedientes, que han ascendido a 32. Se finalizaba manifestando que se tenía previsto volver a 
inspeccionar la zona y, en caso necesario, se emitirían las órdenes correspondientes.

Así las cosas, estimando que el ayuntamiento venía ejerciendo adecuada y eficazmente sus competencias en orden 
a que los propietarios de solares los mantengan en las adecuadas condiciones de conservación, concluimos nuestra 
intervención.

1.14.2.1.3 Gestión urbanística

En esta materia nos han llegado reclamaciones variopintas, como incumplimientos de convenios urbanísticos; falta 
de reconocimiento de derechos a propietarios encuadrados en entidades urbanísticas de conservación; falta de 
impulso a proyecto de reparcelación; imposibilidad de algunos propietarios de asumir los gastos de urbanización 
que les corresponden; no desarrollo de unidad de ejecución con imposibilidad de disfrutar del aprovechamiento 
correspondiente; etcétera.

No obstante, en lo que se refiere ya a los problemas que se derivan de las urbanizaciones particulares, bien sea por 
tener un origen irregular o por no estar concluidas sus infraestructuras, resulta relevante la queja 16/3806 que 
incoamos de oficio tras trasladarnos la Fiscalía de Medio Ambiente datos relativos a una incipiente parcelación 
ilegal en el término municipal de Morón de la Frontera. Por parte municipal, se informó al fiscal delegado de 
medio ambiente que, respecto a la infracción de parcelación, se había incoado procedimiento de protección de la 
legalidad urbanística para la reposición de la realidad física alterada y procedimiento sancionador por parcelación 
urbanística en suelo no urbanizable de especial protección y, asimismo, se habían incoado los correspondientes 
procedimientos de protección de la legalidad urbanística respecto de cada uno de los lotes no prescritos.

Por ello, nuestra intervención se centró en interesar al ayuntamiento, sin entrar en las cuestiones que pudieran 
encontrarse afectadas por procedimientos judiciales, en que, por parte municipal, se actuara con eficacia para 
evitar estas graves infracciones al suelo protegido por sus valores ambientales y singularmente, respecto de las 
personas o presuntos promotores de la parcelación original, informamos que, en su día, esta Institución acordó con 
la fiscalía instar a que este tipo de hechos fueran puestos en conocimiento de la Agencia Tributaria por si, como 
consecuencia de tales actuaciones, se hubiera generado un enriquecimiento o incremento patrimonial sujeto a 
tributación y no hubiera sido conocido por dicha Agencia a los efectos procedentes.

En consecuencia, instábamos al ayuntamiento a que diera cuenta a la Agencia Tributaria de los datos de que 
disponga relativos a la parcelación inicial y de sus promotores a fin de que fueran investigados los posibles ingresos 
patrimoniales no declarados a efectos fiscales.

Por parte municipal se nos respondió a que “La indicación de dar cuenta a la Agencia Tributaria se considera 
innecesaria dado que se supone que la Agencia Tributaria tiene conocimiento de estos datos, ya que se encuentran 
dados de alta en el catastro”.

Por ello, tuvimos que expresarle que, con independencia de que los inmuebles se encuentren dados de alta en el 
catastro, lo que se pretende con el acuerdo adoptado en su día es que se facilite a la Agencia Tributaria información 
selectiva y singularizada que les permita identificar con facilidad y a la mayor brevedad posible (para evitar posibles 
prescripciones de infracciones tributarias) a los promotores de las parcelaciones ilegales, con objeto de conocer 
si, como consecuencia de estas operaciones ilícitas, que tan gravemente lesionan los valores naturales de nuestro 
territorio, se ha producido un enriquecimiento que deba tributar como hecho imponible, de acuerdo con las normas 
tributarias.

Con tal finalidad, formulamos al Ayuntamiento de Morón de la Frontera Sugerencia  con base a las 
conclusiones de la II Jornada de Coordinación del Defensor del Pueblo Andaluz y la Red de Fiscales 
Medioambientales de Andalucía y según lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, sobre el deber de facilitar información a la Agencia Tributaria de toda clase de datos, informes, 
antecedentes y justificantes de trascendencia tributaria
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A tales efectos sugerimos que, en lo sucesivo, cuanto tenga conocimiento ese ayuntamiento de que algún promotor 
lleva a cabo una parcelación ilegal, lo ponga en conocimiento, a los efectos oportunos, de la Agencia Tributaria, 
actuando de la misma manera cuando, sin ser promotor de la urbanización, algún ciudadano, promueva y/o 
construya una parcelación ilegal y ejecute una edificación sobre la misma, pues con independencia de que figuren 
en las revisiones catastrales que periódicamente se llevan a cabo, al tratarse de actos jurídicos no registrables, la 
Agencia Tributaria tiene serias dificultades para identificarlos a tiempo, con objeto de que, si procede, asuman las 
correspondientes cargas tributarias al constituir, tanto la adquisición de las parcelas como construcción de las 
edificaciones, hechos imponibles susceptibles de tributación.

Tras las diversas actuaciones realizadas, nuestra Resolución no ha sido contestada, por lo que hemos procedido 
a incluirla en este Informe Anual.

1.14.2.1.4 Regeneración urbana, responsabilidad patrimonial y silencio en materia urbanística

Incluimos en este apartado cuestiones varías que, en relación con el urbanismo, se nos han hecho llegar por parte 
de la ciudadanía.

En la queja 17/3846 se nos exponía el progresivo deterioro del casco histórico de Guadix, señalando 
que, contrariamente a lo anunciado por el ayuntamiento con ocasión de un expediente de queja en octubre de 2014 
en el sentido de que se realizarían obras de regeneración urbana en la zona, lo cierto es que avanzado el año 2017, 
estas no se habían realizado ni, al parecer, existían previsiones al respecto.

Tras varias gestiones, el Ayuntamiento de Guadix, ya en septiembre de 2018, nos daba cuenta de que se dispone de 
un proyecto de remodelación integral del Barrio Latino que asciende a casi 600.000 euros y que cuenta con el 
informe favorable preceptivo de la comisión provincial de patrimonio histórico. Se pretende financiar a través de 
programa de planes provinciales de obras y servicios y abarca la remodelación de todas las calles del citado barrio. 
Finalmente se añadía que, de todas estas actuaciones, se viene informando regularmente a la asociación de vecinos 
y que, a partir del mes de octubre, comenzarán a redactar los pliegos de contratación para la adjudicación de las 
obras en esa zona de la ciudad.

Así las cosas, sin perjuicio de los trámites que restan, que demorarán aún algún tiempo el comienzo de las obras 
anunciadas, cabía estimar que nos encontramos ante un asunto en vías de solución toda vez que, con dichas obras, 
se dará respuesta positiva a las demandas del vecindario para que sean subsanadas las deficiencias que, en la 
actualidad, presenta.

En materia de responsabilidad patrimonial, hemos cerrado en 
este ejercicio la queja 15/1685, en la que la persona reclamante nos 
exponía que su vivienda estaba agrietada, con baldosas y azulejos 
rotos y molduras despegadas, lo que atribuía a un desplazamiento 
del terreno de la calle donde reside, sin que el Ayuntamiento de 
Arcos de la Frontera afrontara su reparación.

La administración municipal nos remitió informe técnico en el 
que se concluía que los daños de la vivienda del reclamante no 
están originados por las redes públicas, a pesar de lo cual se habían 

realizado diversas mejoras en la propia red y en el pavimento. Sin embargo, el afectado seguía alegando que los 
daños en su inmueble eran atribuibles al mal estado de las redes públicas.

Ello nos llevó a formular Recomendación al ayuntamiento para que, sin más demoras, por parte de los servicios 
técnicos municipales, se verifique si el origen del problema de la vivienda del afectado se encuentra en el mal 
estado de las redes públicas, comprobándose si existen puntos de las mismas no analizados en el anterior informe 
técnico emitido sobre este asunto. En el caso de que se confirme la existencia de filtraciones de las redes, se deberá 
proceder a su reparación, así como de los daños causados a los inmuebles por su mal estado de conservación.

“Negativa de muchos 
ayuntamientos a 

ofrecer información 
urbanística”
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